
INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN/ Improsperidad de la tutela al presentarse una situación fáctica que no concuerda con la realidad/ No se configura la mora judicial si el término para adelantar la actuación no ha vencido  
“(…) si lo que se solicita, es que se ordene al Juzgado Segundo Civil del Circuito “ADMITIR o Rechazar” las acciones populares que le fueron arrimadas del Juzgado Primero de esa misma especialidad y categoría, y tal hecho se halla materializado desde el año inmediatamente anterior en las demandas relacionadas por el juzgado, no se advierte la trasgresión denunciada, precisamente, porque ese hecho ocurrió desde antes de la promoción de las acciones de tutela (…)
“Y en lo que a la acción de tutela radicada al número 2016-00316-00 se refiere, que hace alusión a los mismos hechos y pretensiones alrededor de la aparente acción popular “2015-00027”, el despacho dejó claro que esta actuación no hace parte de las enviadas por el Juzgado Primero (…) y, por tanto, no pudo haberse vulnerado allí ningún derecho, tanto menos si ya está archivada.”  

(…) si de lo que se trata es de que la funcionaria resuelva sobre el impedimento de su homólogo, tiene razón ella cuando aduce que entre la fecha de recibo de los expedientes (3 de marzo) y la de promoción de la acción (16 de ese mes), no habían corrido los diez días que, en general, tiene el juez para dictar autos, en los términos del artículo 120 del C. General del Proceso (…)”
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	66001-22-13-000-2016-00305-00
	66001-22-13-000-2016-00307-00

	66001-22-13-000-2016-00311-00
	66001-22-13-000-2016-00314-00

	66001-22-13-000-2016-00316-00
	66001-22-13-000-2016-00321-00

	66001-22-13-000-2016-00322-00
	66001-22-13-000-2016-00326-00

	66001-22-13-000-2016-00333-00
	66001-22-13-000-2016-00335-00

	66001-22-13-000-2016-00339-00
	66001-22-13-000-2016-00341-00


 



Acta N° 146 de abril 6 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y la Alcaldía Municipal de Pereira.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de eta ciudad, radicadas así:

	66001-22-13-000-2016-00305-00
	66001-22-13-000-2016-00307-00

	66001-22-13-000-2016-00311-00
	66001-22-13-000-2016-00314-00

	66001-22-13-000-2016-00316-00
	66001-22-13-000-2016-00321-00

	66001-22-13-000-2016-00322-00
	66001-22-13-000-2016-00326-00

	66001-22-13-000-2016-00333-00
	66001-22-13-000-2016-00335-00

	66001-22-13-000-2016-00339-00
	66001-22-13-000-2016-00341-00


   



En todos los casos aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Pide, además, que en relación con las acciones populares radicadas con los números 2015-61”, “2015-56”, “2015-33”, “2015-68”, “2015-27”, “2015-30”, “2015-29”, “2015-64”, “2015-58”, “2015-65”, “2015-71” y “2015-67” que fueron enviadas por parte del Juzgado Primero Civil del Circuito, se admitan o rechacen de manera inmediata sin dilación alguna; además, escanear copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico, y darle trámite a la acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, por negarse a impetrar tutelas a su nombre.
 



Dijo en sus escritos que actúa en las acciones populares con las radicaciones anunciadas, que fueron remitidas a la funcionaria demandada, quien se niega a cumplir su función deber y no profiere auto alguno admitiendo o rechazando las mismas, incumpliendo términos perentorios.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo de Risaralda y de la Alcaldía Municipal de Pereira; de igual manera se ordenó la remisión de copias de las demandas a la Oficina Judicial de Manizales (Caldas), para que se adelantaran las acciones de rigor frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas, siguiendo orientaciones anteriores de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia sobre el particular. 
Posteriormente el actor arrimó solicitudes en el sentido de no acumular los libelos y dar trámite integral y oportuno a los mismos para lo cual debía tramitarse acción contra la Defensoría del Pueblo de Caldas.

El Defensor del Pueblo Regional Risaralda, indicó que es a la sede judicial a la que le corresponde acreditar las circunstancias de tiempo y modo que presuntamente han impedido la atención o impulso procesal en término y, por consiguiente, solicitó su desvinculación del asunto. 
La titular del despacho informó que recibió del Juzgado Primero Civil del Circuito el día 3 de marzo del presente año, 34 expedientes de acciones populares, entre ellas, las incluidas en la demanda de tutela; que siguiendo la regla general para pronunciarse en torno al asunto, contemplada en el artículo 120 del C.G.P., el término es de 10 días luego de que el proceso pasara a despacho, lo que aún no había ocurrido en los casos concretos. En gracia de discusión, dijo, ni siquiera han vencido desde su recibido en el despacho hasta la fecha de promoción de las acciones de tutela; anexó un listado de algunas de las respectivas acciones populares. 
Con esa relación se dispuso la vinculación del Municipio de Pereira. Luego, el juzgado accionado, informó que el expediente de la acción popular 2015-00027 no hizo parte de la lista de los enviados por el Juzgado Primero Civil del Circuito y se complementó la relación inicialmente enviada, en la que se registran datos atañederos a las restantes acciones populares; asimismo se remitió copia de una de las piezas procesales que hace parte de una de esas actuaciones, y se aclaró que las restantes se hallan en igual situación. Finalmente, ante prueba decretada de oficio, se certificó que las respectivas acciones populares fueron admitidas desde el año inmediatamente anterior por parte del Juzgado Primero Civil del Circuito.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de que la parte accionada, quien recibió las acciones populares anunciadas del Juzgado Primero Civil del Circuito, ante el declarado impedimento de su titular, no ha procedido a la admisión o al rechazo de las mismas, lo que solicita, en forma expresa y concreta, se ordene realizar.
 



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado sobre esa puntual situación, no se requieren mayores esfuerzos para definir que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque si lo que se solicita, es que se ordene al Juzgado Segundo Civil del Circuito “ADMITIR o Rechazar” las acciones populares que le fueron arrimadas del Juzgado Primero de esa misma especialidad y categoría, y tal hecho se halla materializado desde el año inmediatamente anterior en las demandas relacionadas por el juzgado, no se advierte la trasgresión denunciada, precisamente, porque ese hecho ocurrió desde antes de la promoción de las acciones de tutela (f. 56).
  



Así que las quejas constitucionales corresponden a cuestiones inexistentes, que caen de su propio peso y en donde con un tanto de diligencia de parte del demandante, bien pudo percatarse de ello y evitar la promoción de demandas abiertamente infundadas.

    



Ahora, si de lo que se trata es de que la funcionaria resuelva sobre el impedimento de su homólogo, tiene razón ella cuando aduce que entre la fecha de recibo de los expedientes (3 de marzo) y la de promoción de la acción (16 de ese mes), no habían corrido los diez días que, en general, tiene el juez para dictar autos, en los términos del artículo 120 del C. General del Proceso, a lo cual se suma que, en buena medida, la tardanza en los jueces civiles de circuito de esta ciudad en atender sus asuntos, incluidas las acciones populares, obedece a la misma carga que deben atender por cuenta del ahora accionante que, al menos, debería tener presente esa circunstancia al momento de promover la protección constitucional. Bastaría acudir al sistema electrónico, para ver el cúmulo de acciones populares que cada juez está atendiendo en este momento, lo cual, para el caso del señor Arias Idárraga, justificaría en alguna proporción el retardo para adoptar ciertas decisiones.  
 



Y en lo que a la acción de tutela radicada al número 2016-00316-00 se refiere, que hace alusión a los mismos hechos y pretensiones alrededor de la aparente acción popular “2015-00027”, el despacho dejó claro que esta actuación no hace parte de las enviadas por el Juzgado Primero (f. 44) y, por tanto, no pudo haberse vulnerado allí ningún derecho, tanto menos si ya está archivada.  
   


 
Razones estas más que suficientes, como se advirtiera, para negar el amparo pretendido.

 



En cuanto a la solicitud de que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía al demandante copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. Respecto de la petición de que se tramite la tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, tal punto quedó definido en el auto que le dio impulso al presente trámite y a ello se está, siguiendo precedentes anteriores, al margen de que la nueva orientación de la Corte sea diferente, pues en reciente pronunciamiento
 ordenó que se vinculara en esta sede, como se seguirá haciendo; igualmente, en cuanto a la posterior solicitud de que no se produzca la acumulación, también la Sala se remite a lo expuesto en el auto del 17 de marzo.
  



Finalmente, la solicitud que hace la funcionaria (f. 37 v.) de que se declaren temerarias las acciones de tutela, es inviable, por cuanto no se dan las condiciones que para ello señala el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, si bien los hechos expuestos en cada caso no han sido debatidos en ocasiones anteriores, en relación con las mismas acciones populares.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado, así como las demás pretensiones elevadas por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y la Alcaldía Municipal de Pereira.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
  


  Con salvamento parcial de voto
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,  radicación 66001-22-13-000-2016-00228-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez
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